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Una, de la Sen. Verónica Velasco Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, la que contiene proyecto de decreto que reforma el artículo 25 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO
Jorge Emilio González Martínez, Sara Isabel Castellanos Cortés, Emilia Patricia Gómez Bravo, Gloria Lavara Mejía y Verónica Velasco Rodríguez, senadores de la LVIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71, fracción II, 72 y 73 fracción X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a las comisiones de Hacienda y Estudios Legislativos para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de esta Cámara en la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa de ley:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Fobaproa (Fondo Bancario de Protección al Ahorro) fue un fondo federal del gobierno mexicano, mantenido en parte por impuestos y en mucho menor parte por aportaciones de bancos y ahorradores para garantizar las operaciones de los ahorradores.
La Ley que crea el Instituto de Protección al Ahorro Bancario (IPAB), publicada en el Diario Oficial el 19 de enero de 1999, tiene como objetivo principales establecer un sistema de protección al ahorro bancarias, así como administrar y vender los bienes a cargo del IPAB para obtener el máximo valor posible recuperación.
De acuerdo con la Ley del IPAB inició operaciones el 21 de mayo de 1999, teniendo como prioridad el mantener la confianza y la estabilidad del sistema bancario, además de establecer los incentivos necesarios para que exista mayor disciplina en el mercado.
La existencia de este Instituto comienza primeramente con la nacionalización de la banca mexicana, la que posteriormente se privatiza, actuándose de manera irresponsable en las adjudicaciones y en el manejo de las Instituciones de Crédito de los mexicanos.
Debido al mal uso que se le da a la banca (autoprestamos, prestamos sin garantía y demás acciones fuera de la ley) los bancos comienzan a quebrar o intentar quebrar uno a uno. Por lo que el gobierno interviene con “su” dinero, es decir con el dinero de los contribuyentes, para salvar a los bancos y que los dueños no pierdan su capital.
De acuerdo a las disposiciones legales aplicables, cuando se estaban llevando a cabo auditorias a las instituciones de crédito para poder sanear la situación financiera de las mismas, se estableció que todos los créditos serian previamente calificados respecto a su legalidad y respecto al monto que los mismos cubren y por ello las instituciones de crédito relacionadas deberían proporcionar a esta soberanía originalmente dicha información.
Por ello la Cámara de Diputados así como el comité técnico de seguimiento a las auditorias al fondo bancario de protección al ahorro, solicitaron a la comisión bancaria, organismo derivado o mejor aun que depende de la SCHP proporcionará la información que es depositaria respecto de los créditos que como pasivos tiene banca unión y que forma parte de los pasivos del entonces fondo bancario de protección al ahorro, hoy Instituto de Protección al Ahorro Bancario.
Si bien desde principio existía cierta resistencia de la oposición aprobar la transformación del FOBAPROA al IPAB en tanto que en ningún momento se salvo la constitucionalidad del proceder del ejecutivo federal, con mucho menos razón permitiremos que a través de argucias legaloides se evada la responsabilidad que recae sobre el ejecutivo federal sobre su SHCP y la Comisión Bancaria de Valores.
No obstante el nivel de protección alcanzado y la seguridad de los ahorradores en sus inversiones, se requiere de mecanismos y reformas legales para evitar que los contribuyentes sigamos pagando las inversiones irregulares o ilegales de unos cuantos.
Desafortunadamente, también nuestro país a través de la historia, ha vivido situaciones en las que los procedimientos de contratación de adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público no son del todo apegadas a la honestidad y transparencia que dichos procedimientos requieren presentar, esto ha traído como consecuencia que la ciudadanía no tenga la plena confianza en este tipo de procedimientos, pues existe la posibilidad de que las autoridades encargadas de analizar las opciones que los interesados presentan, tengan claro desde un principio quien va a ser el beneficiario, contribuyendo así a la falta de equidad que lesiona los intereses de la Nación.
Es necesario que como legisladores y representantes populares, realicemos las reformas necesarias para evitar que aquellos que han demostrado una nula capacidad para administrar financieramente los créditos que le han otorgado, vuelven a contraer deudas incobrables, en las que nuevamente saldría a financiarlas el pueblo de México.
Para nosotros como legisladores, es de suma importancia recobrar la ya tan fracturada confianza de todos los mexicanos en sus instituciones, no basta decir que se generó un cambio si este no es percibido por los ciudadanos, es momento de demostrar que se terminaron los privilegios a cualquier nivel, que desde el lugar en que ahora nos encontremos, sumaremos esfuerzos para velar por los intereses generales del país y procurar que los beneficios del desarrollo lleguen a todos sus rincones.
El futuro de las Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público va a ser enmendado, hay que modificar su ley para que tenga una mayor normatividad que garantice la transparencia y esclarezca los procedimientos para que den confiabilidad del uso de los recursos públicos.
Por ello sometemos a esta Cámara de Senadores en la LVIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, la presente iniciativa de:
DECRETO mediante el cual se reforma el artículo 25 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.
ARTICULO PRIMERO.- Se reforma, el artículo 25 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, para quedar como sigue:
LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO
TITULO TERCERO DE LOS PROCEDIMIENTOS DE CONTRATACIÓN
CAPITULO I
GENERALIDADES
ARTICULO 25
Las dependencias y entidades podrán convocar, adjudicar o contratar adquisiciones, arrendamientos y servicios, solamente cuando se cuente con la autorización global o específica, por parte de la secretaria, del presupuesto de inversión y de gasto corriente, conforme a los cuales deberán programarse los pagos respectivos.
En casos excepcionales y previa aprobación de la Secretaria, las dependencias y entidades podrán convocar sin contar con dicha autorización.
No podrán participar en el procedimiento de este Título Tercero, las personas físicas y morales que tengan obligaciones en el Instituto de Protección al Ahorro Bancario.
TRANSITORIO
UNICO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
Dado en la sede de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos a 13 de diciembre de 2001.
Sen. Jorge Emilio González Martínez; Sen. Verónica Velasco Rodríguez; Sen. Sara Isabel Castellanos Cortés; Sen. Emilia Patricia Gómez Bravo; Sen. Gloria Lavara Mejía.
